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quejosO: **********
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PONENTE: ministro ALFREDO GUTIÉRREZ ORTIZ MENA

COTEJÓ

SECRETARIA: KARLA I. QUINTANA OSUNA
COLABORÓ: NICOLÁS CONTRERAS VELÁZQUEZ
México, Distrito Federal. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión correspondiente al , emite la siguiente:

S E N T E N C I A

Mediante la cual se resuelve el amparo directo en revisión 5121/2014, promovido contra el fallo dictado el 2 de octubre de 2014, por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito en el juicio de amparo directo 185/2014.

El problema jurídico a resolver por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación consiste en analizar, en caso de que se cumplan los requisitos procesales correspondientes, si la decisión del tribunal colegiado fue correcta, al considerar, por un lado, que al quejoso, quien además de mexicano es peruano, no le asistía el derecho de notificación, contacto y asistencia consular por su calidad de mexicano y si, por otro lado, en el caso se aplicaron los estándares en materia de detención por caso urgente.
I. ANTECEDENTES DEL CASO
1. De la información que consta en el expediente se advierte que el 11 de marzo de 2013, aproximadamente a las 13:00 horas, ********** (en adelante “el quejoso”), en compañía de otra persona, habría entrado a un local de comida peruana ubicado en la Delegación Cuauhtémoc, en la Ciudad de México, se habría dirigido a la mesa donde se encontraba ********** y otras dos personas, colocándose enfrente de aquél y portando un arma de fuego. Con dicha arma lo habría golpeado una vez y, en el segundo golpe, se le habría caído el arma, luego la levantó y con ella le habría apuntado a la víctima y disparado. Posteriormente habría salido del lugar junto con los demás comensales y con la mujer que lo acompañaba.
2. El mismo día se abrió una averiguación previa por el homicidio de **********
. A las 21:38 horas se recabó la declaración de la testigo **********, hermana del occiso, quien señaló que el probable responsable de la muerte de su hermano era **********, “porque tenía problemas con su hermano” y señaló que éste “ya se nacionalizó como mexicano, pero es originario del **********, en la ciudad de Lima, Perú”
. Al día siguiente, emitió otro testimonio en el que precisó que, por información que recabó de otros testigos, se enteró que la persona que agredió a su hermano fue el señor ********** y relató la forma en que se enteró cómo sucedieron los hechos. Agregó diversas cuestiones de su vida personal y su relación con el señor **********
.
3. El 10 de mayo de 2013, el agente del Ministerio Público ordenó la localización y presentación del probable responsable **********, o en su caso, informar el lugar donde pudiera ser localizado
.
4. El 9 de abril de 2013 se recabó la declaración del testigo de hechos **********, quien señaló que él se encontraba presente el día de los hechos, y después de que la testigo ********** le mostró una fotografía de **********, lo reconoció como el mismo que le disparó al occiso
.
5. El 16 de mayo de 2013, el agente investigador solicitó al Director de Información y Registro Nacional de Extranjeros y Archivo Migratorio de la Dirección General de Regulación Migratoria del Instituto Nacional de Migración que informara, en relación con **********, con qué calidad migratoria ingresó al país, su última fecha de ingreso a México, que informara si había salido del país y cuál era la fecha de su última salida, así como su posible domicilio de estancia en México
. 
6. El 22 de mayo siguiente, la Dirección de Información Migratoria remitió un informe en el que se manifestó, “respecto a los nacionales peruanos” de quienes se solicitó información, que el último registro electrónico de ingreso de ********** a México fue el 13 de mayo de 2013, en el vuelo 960 de la aerolínea TACA 960, por el Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México, en donde se identificó con pasaporte G11611352. Agregó el informe que el quejoso nació el 9 de mayo de 1996 y era “de nacionalidad mexicana”
. 
7. El 20 de mayo de 2013, la Vicecónsul del Consulado General del Perú en México, en atención a las comunicaciones de 17 de mayo, remitió al ministerio público las fichas de los ciudadanos peruanos ********** y otros, y agregó que aquél había tramitado un nuevo pasaporte peruano el 10 de marzo de 2009
. 

8. Aproximadamente a las 17:20 horas del 13 de junio de 2013, elementos de la policía de investigación de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal detuvieron al quejoso en las siguientes circunstancias según oficio de puesta a disposición
: 
(…) al ir circulando por el eje tres oriente Francisco del Paso y Troncoso, aproximadamente a las 17:00 horas, se recibió una llamada por parte de la denunciante **********, hermana del hoy occiso **********, la cual manifestó que al ir caminando por el eje de Guerrero, casi esquina con el eje uno Norte, de la colonia Guerrero, había visto en un negocio de comida a la persona que había privado de la vida a su hermano, y que se encontraba tomando un refresco y comiendo en el citado lugar, indicando que dicho negocio, era un local pintado de color naranja en donde venden tacos al pastor, mismo que se encuentra en la acera sur poniente, en la esquina de eje uno norte y eje de Guerrero, de la colonia Guerrero; el cual vestía con una chamarra de color negra, pantalón de mezclilla color azul, por lo anterior, los abajo firmantes, nos trasladamos hasta dicho lugar sin demora alguna, tardando aproximadamente veinte minutos en arribar al lugar, y una vez al llegar al mismo nos percatamos que efectivamente la persona con las características proporcionadas por la testigo se encontraba en una de las mesas de dicho negocio, por lo que los suscritos nos acercamos a dicho sujeto identificándonos plenamente como agentes de la policía de investigación y al preguntarle su nombre, indicó llamarse **********, sin referir nada más, y al hacerle saber el motivo de nuestra presencia, y que existía una orden de localización y presentación girada por el agente del Ministerio Público de la Fiscalía Central de Investigación para la Atención del Delito de Homicidio, en contra del mismo en calidad de probable responsable, por la comisión del delito de homicidio calificado, cometido en agravio de **********, de origen peruano; el requerido, quien tenía fuerte aliento alcohólico opuso resistencia, siendo controlado, utilizando la fuerza mínima necesaria como lo señala la ley del uso de la fuerza, e inmediatamente fue introducido a la unidad policiaca y trasladado sin demora alguna para ser puesto a disposición (…).
9. A las 23:10 horas del 13 de junio de 2013, el agente del Ministerio Público hizo constar que “no se hac(ía) notificación a la embajada de la República del Perú, respecto de la presencia del probable responsable, toda vez que de actuaciones se desprende que ha adquirido la nacionalidad mexicana por naturalización”
. 
10. El 14 de junio de 2013, a la 1:40 horas, el Ministerio Público emitió un acuerdo en el que decretó la legal detención del señor ********** por caso urgente en el siguiente sentido: 
(…) ACUERDO DE DETENCIÓN: Visto el estado que guarda la averiguación previa para resolver la situación jurídica de quien dice llamarse: ********** de 47 años de edad, como probable responsable en los delitos de HOMICIDIO CALIFICADO (…) Existiendo el riesgo fundado de que el probable responsable **********, pueda sustraerse a la acción de la justicia, atendiendo a sus circunstancias personales, ya que de acuerdo a las constancias que integran la presente indagatoria, existen indicios que señalan su intervención de manera activa en los hechos que se le imputan, e incluso de las declaraciones del testigo de los hechos de nombre **********, al declarar ante el Ministerio Público y después de haber tenido a la vista la fotografía, donde aparece **********, lo identificaron plenamente y sin temor a equivocarse como el mismo que el día lunes 11 once de marzo del año 2013 (…) por lo que el delito de homicidio que se le imputa es considerado como grave por la ley,  cuya punibilidad es severa, por lo tanto no tiene derecho a la libertad provisional  bajo caución o fianza, siendo muy probable que dicho sujeto pretenda, al saber que el delito que se le imputa es considerado como grave por la ley penal, pueda sustraerse a la acción de la justicia, lo cual lograría con relativa facilidad, tomando en consideración que ostenta la nacionalidad mexicana y peruana y puede viajar con facilidad a uno y otro país, como es el caso y se acredita con el informe de la Dirección de Información Migratoria, de fecha 22 de mayo de 2013, de donde se deriva que el 13 de mayo de 2013, ingresó a la República Mexicana, en el vuelo de la aerolínea TACA, en el vuelo 960, procedente de Perú, trayendo como consecuencia que la ausencia de ésta persona haga nugatoria la Procuración de Justicia que tiene encomendada ésta Representación Social, desprendiéndose de lo anterior que el hoy inculpado es una persona que tiende a evadir la acción de la justicia, lo cual nos demuestra que dicho sujeto tienda a ocultarse, toda vez que en los domicilios que ha proporcionado en sus trámites migratorios, ninguno coincide con el real y así evadir su responsabilidad penal, aunado a que del informe de la policía de investigación se desprende que su modus vivendi es el artegio conocido como METEMANO en el interior del sistema colectivo metro; asimismo, por razón de la hora en que se actúa, el Ministerio Público, no puede ocurrir ante la autoridad judicial para solicitar la orden de aprehensión correspondiente, procediendo la detención en presencia del Ministerio Público, atendiendo al párrafo tercero del artículo 268 del Código Adjetivo Penal en vigor, aunado a que existen diligencias pendientes de recabar como loe s el dictamen de perito en criminalística relativo a la mecánica de hechos y posición víctima — victimario, ampliar declaración la testigo **********, así como de **********. Y hacerle saber de nueva cuenta al probable responsable **********, la constancia de beneficios y que manifieste si es su deseo declarar en relación a los hechos que se le imputan, recabar informe de modus vivendi, resultados de la confronta decadactilar, y así estar en posibilidades de poder acreditar el cuerpo del delito de los ilícitos que se investigan y su probable responsabilidad penal, sujeto que si en un momento determinado es puesto en libertad se daría a la fuga y se haría imposible su localización, tomando en cuenta sus características personales del probable responsable, quien con su actuar demostró que no tiene ningún respeto con la vida humana, cometiendo el delito de más valor que consagra nuestro código sustantivo de la materia, por lo anterior es de resolverse y se resuelve: PRIMERO: se ordena la detención por caso urgente en contra del que dijo llamarse **********, como probable responsable del delito de HOMICIDIO CALIFICADO cometido en agravio de **********, lo anterior con fundamento en el artículo 16° párrafo sexto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; artículo 266 y 268 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, en términos de los razonamientos esgrimidos en el presente acuerdo. SEGUNDO. Practíquense todas y cada una de las diligencias a efecto de acreditar el cuerpo del delito de homicidio (calificado) y la probable responsabilidad del que dijo llamarse **********, quien fue detenido el día 13 trece de junio de 2013 (…) por los agentes de la policía de investigación (…) quienes lo pusieron a disposición de esta Representación Social a las 18:20 horas (…)
.
11. Aproximadamente 24 horas después de su detención, el 14 de junio de 2013, a las 15:21 horas, el quejoso manifestó durante su declaración ministerial ser peruano y mexicano
.
12. El 15 de junio de 2013, el ministerio público consignó la averiguación previa que fue recibida por la Jueza Quincuagésimo Octavo de lo Penal en el Distrito Federal, quien calificó de legal la detención por caso urgente decretada por el agente del Ministerio Público investigador. En esa misma fecha, dicha jueza, al advertir que el inculpado era peruano, envió oficio al Cónsul General del Perú en México, solicitándole su intervención consular para tomar la declaración preparatoria del inculpado
. 
13. Más tarde, a las 17:30 horas, el secretario de acuerdos certificó que la jueza realizó una llamada telefónica al Cónsul General de Perú en México, y fue atendida por la Vicecónsul del Perú en México, a quién le informó que habían consignado a su connacional por lo que era necesario que designara personal para que lo asistiera en su declaración preparatoria. La autoridad consular le indicó que el juzgado no tenía motivo por el cual comunicarse con ella y “no tenía por qué meterse en los asuntos de sus connacionales, y que tampoco la podía apercibir ni pedirle asistencia, y que en todo caso, debía ser el connacional el que solicitara su intervención”
. A las 19:15 horas, la jueza proporcionó su teléfono celular al inculpado, quien, a su vez, marcó al Consulado General de Perú en México y solicitó la asistencia consular en su declaración preparatoria
.
14. A las 9:30 del 17 de junio de 2013 el quejoso rindió su declaración preparatoria, en la cual fue asistido por su abogado particular y por el representante del Cónsul General del Perú en México
.
15. El 15 de noviembre de 2013, la Jueza Quincuagésimo Octavo Penal del Distrito Federal dictó sentencia en la causa 133/2013, en la que condenó al quejoso por su responsabilidad en la comisión del delito de homicidio calificado
. Contra dicha sentencia, el quejoso y el Ministerio Público interpusieron recurso de apelación, de los cuales tocó conocer a la Quinta Sala Penal del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, en el toca 50/13, y la cual confirmó la sentencia el 14 de febrero de 2014
.
II. TRÁMITE DEL JUICIO DE AMPARO
16. Juicio de amparo directo. El 7 de abril de 2014, el quejoso promovió juicio de amparo contra la sentencia del tribunal de apelación. En la demanda señaló como derechos transgredidos en su perjuicio los reconocidos en los artículos 1, 14, 16, 17, 19, 20 y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
17. La Magistrada Presidenta del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, a quien por razón de turno correspondió conocer de la demanda de amparo directo, registró el asunto con el número 185/2014 y lo admitió a trámite el 11 de abril de 2014. Seguido el procedimiento legal, el 2 de octubre de 2014 dictó sentencia en la que se negó la protección constitucional.
18. Recurso de revisión. Inconforme con la negativa de amparo, el 21 de octubre de 2014, el quejoso interpuso recurso de revisión que fue remitido a la Suprema Corte de Justicia de la Nación.
19. El 29 de octubre de 2014, el Presidente de la Suprema Corte admitió el recurso de revisión con reserva del estudio de procedencia, ordenó registrarlo con el número 5121/2014 y lo turnó al Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, integrante de la Primera Sala, para la elaboración del proyecto de resolución; asimismo, requirió notificar de tal admisión a las partes y al Procurador General de la República. El 1º de diciembre de 2014, el Presidente de la Primera Sala tuvo por recibido el expediente, señaló que la Sala se avocaba al conocimiento del asunto y que, en su oportunidad, se enviarían los autos a la Ponencia de su adscripción para la elaboración del proyecto respectivo.

II. COMPETENCIA

1. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer del presente recurso de revisión, en términos de lo dispuesto por los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Federal; 81, fracción II, de la Ley de Amparo, y 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, así como conforme al Punto Tercero del Acuerdo General Plenario 5/2013, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 21 de mayo de 2013. El recurso se interpuso contra una sentencia dictada por un tribunal colegiado de circuito en un juicio de amparo directo en materia penal, lo cual es competencia exclusiva de esta Primera Sala y no es necesaria la intervención del Tribunal Pleno.

III. OPORTUNIDAD
2. El recurso de revisión se interpuso dentro del plazo correspondiente. La sentencia impugnada se notificó el 13 de octubre de 2014, surtiendo sus efectos al día hábil siguiente. El plazo de diez días que establece el artículo 86 de la Ley de Amparo corrió del miércoles quince al lunes 27 de octubre de 2014. De conformidad con los artículos 19 de la Ley de Amparo y 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en dicho cómputo no se cuentan los días 18, 19, 25 y 26 de ese mes y año por haber sido sábados y domingos, respectivamente.

3. Dado que el recurso de revisión se presentó el 21 de octubre de 2014 ante el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, se promovió de manera oportuna.

IV. LEGITIMACIÓN
4. Esta Primera Sala considera que el quejoso está legitimado para interponer el presente recurso de revisión, pues queda probado que en el juicio de amparo directo se le reconoció la calidad de quejoso, en términos del artículo 5, fracción I, de la Ley de Amparo. En consecuencia, la decisión adoptada en la sentencia de amparo directo sí pudiera afectarle o perjudicarle de forma directa.

V. ELEMENTOS NECESARIOS PARA RESOLVER
5. A fin de dar respuesta a la materia del presente recurso de revisión, es imprescindible hacer referencia a los conceptos de violación, a las consideraciones de la sentencia recurrida y a los agravios.

6. Demanda de amparo. El quejoso planteó los siguientes argumentos en su apartado de conceptos de violación:

a) Se le violó el derecho fundamental a la “ayuda consular”, por lo que se violaron los tratados internacionales de los que México es parte.
b) El Ministerio Público fabricó un delito que él no cometió y “todo se manipuló por ignorancia jurídica al no ser de este país”.
c) Se violó el debido proceso en la forma en que fue detenido.
d) Se violó el reconocimiento de inocencia.

e) No tuvo defensa adecuada y se le robó dinero que supuestamente era para una autoridad jurisdiccional.
f) Se le discriminó por no ser de este país, al no decirle sus derechos y obligaciones. Además, sufrió discriminación, ya que le hicieron firmar hojas en blanco y se pusieron de acuerdo el Ministerio Público y la parte acusadora. 
g) Se violaron los artículos 1, 14, 16, 17, 19, 20 y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
h) Fue juzgado por analogía y fabricación de pruebas.
i) A los testigos de oídas no les constan los hechos por lo que no tienen valor probatorio.
j) No es suficiente para juzgarlo con el dicho de un testigo único.
k) Es inconstitucional la aplicación de agravantes, por lo que se viola el artículo 23 constitucional.

7. Sentencia de amparo. Las principales razones del tribunal colegiado para negar el amparo al quejoso fueron las siguientes:

a) La sala responsable determinó de manera correcta que el juez de la causa calificó de legal la detención decretada por el Ministerio Público, al demostrarse el caso urgente por lo siguiente:

a. El delito que se le atribuye al quejoso es considerado grave por la ley.
b. Existía riesgo fundado de que pudiera sustraerse de la acción de la justicia al acreditarse que podía viajar con facilidad de un país a otro.
c. El Ministerio Público no podía ocurrir ante la autoridad judicial, ya que la detención del quejoso se realizó después de las 17 horas del 13 de junio de 2013.

b) Lo anterior trajo como consecuencia que el órgano investigador decretara legal su detención mediante acuerdo emitido a la una hora con 40 minutos del 14 de junio de 2013.

c) En ese orden, como lo resolvió la Sala, la detención del quejoso fue apegada a la legalidad.

d) La garantía de debido proceso se encuentra contemplada en los artículos 14, 17 y 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, de acuerdo con la tesis 1ª. LXXIV/2013 (10a) de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

e) No existe violación a las garantías de igualdad ante la ley o por discriminación étnica, o por ignorancia jurídica al no ser de este país, porque desde el momento de su detención se cumplieron con sus garantías de debido proceso haciéndole saber sus derechos.
f) No existen datos que hagan presumir que fue obligado a firmar hojas en blanco para utilizarlas en su perjuicio.

g) Tampoco se le negó la asistencia consular, ya que según la autoridad responsable, en la averiguación previa se desprende que “no se realizó notificación al Cónsul General de Perú en México, en virtud de que el representante social cuenta con términos fatales para realizar sus investigaciones.”
h) Independientemente de ello, existe certificación del secretario del juzgado de origen en la que señala que se comunicó con dicho consulado “donde le dijeron que en todo caso debería ser el connacional el que solicitara su intervención.”
i) Además, se advirtió que no se vulneraron sus derechos, ya que si bien no se dio intervención al Consulado de Perú, ello fue porque el Ministerio Público tomó en consideración el informe de la Dirección de Control y Verificación Migratoria, en el sentido de que el acusado es de nacionalidad mexicana.
j) Al declarar, estuvo asistido por su defensor particular y señaló ser originario de Perú y de nacionalidad mexicana; además se reservó el derecho a declarar.

k) Al recibir la averiguación previa, el juez ordenó la notificación al Consulado peruano y el mismo asistió al quejoso en su declaración preparatoria. En la audiencia de ley, al ampliar su declaración, también estuvo asistido del funcionario administrativo del referido consulado, además de su abogado.

l) En suplencia de la queja se advierte que el reconocimiento del quejoso de tres de los testigos fue a través de la cámara de Gesell  y dos a través de fotografías ante el Ministerio Público, lo que resulta violatorio de garantías de acuerdo a los criterios que se han emitido en esta Suprema Corte; sin embargo, ello no es suficiente para conceder el amparo, ya que únicamente es nula la parte en que se hizo el reconocimiento del quejoso y ello no trasciende en el resultado del fallo. En ese sentido, existen pruebas que son eficaces y suficientes para acreditar la identidad del sujeto activo del delito, así como su reconocimiento e intervención en los hechos.

m) Durante el procedimiento de primera instancia fueron desahogadas las pruebas de descargo que oportunamente ofreció, además de llevarse a cabo los careos tanto procesales como constitucionales, diligencias en las que estuvo asistido de su defensor, dictándosele una sentencia que fue recurrida por el Ministerio Público y por el sentenciado.

n) No se advierte una deficiencia en la defensa que se le proporcionó, incluso fue asistido en diversas diligencias por un asesor del Consulado General de Perú.
o) El alegato sobre el robo de dinero es una cuestión ajena que puede denunciar ante la autoridad respectiva.

p) No se advierten violaciones a la garantía de debido proceso que lo hayan dejado sin defensa y trascienda en el resultado del fallo.

q) Se encuentran debidamente comprobados los elementos del delito y la participación del quejoso en su comisión.

r) No existe prueba que demuestre que los testigos que declaran contra el quejoso son falsos, de oídas y no estamos ante testimonio único como lo señala, sino de cuatro personas que coinciden en la esencia del hecho delictivo. Tales medios de convicción constituyen un indicio que debidamente concatenados adquieren la eficacia demostrativa plena con los que se demuestra la imputación que existe contra aquél.

s) Fue correcto que la sala responsable restara valor a la negativa expuesta por el quejoso y a las declaraciones emitidas por los testigos que ofreció.

t) No se violó el principio de inocencia, ya que durante la tramitación del procedimiento se partió del supuesto que es inocente, tan es así que la obligación de allegar elementos de prueba recayó en el Ministerio Público.
u) Es infundado el argumento en el que se refiere que es la inconstitucional la aplicación de la agravante, ya que se trata de un mismo acto y se viola el artículo 23 constitucional, porque el delito de homicidio que se le siguió es de los llamados “complementados” que se configuran cuando circunstancias concretas se añaden a la figura fundamental sin generar un nuevo tipo penal autónomo; así, subsiste el tipo básico con independencia de las circunstancias agregadas, que al tener el carácter de agravantes o atenuantes, influyen en el aumento o disminución de la pena, pues no dependen de la esencia del delito, sino solo califican su gravedad.
8. Recurso de revisión. En su escrito de revisión, el quejoso únicamente señaló que interponía el presente recurso, que es de nacionalidad peruana por lo que no cuenta con familiares que lo auxilien en su defensa, que se encuentra en pobreza, y que solo se notificaron y entregaron copias de los puntos resolutivos de la sentencia.

VI. ESTUDIO DE PROCEDENCIA DEL RECURSO
9. De conformidad con la Ley de Amparo, el recurso de revisión en amparo directo se distingue por ser un medio de impugnación extraordinario, el cual sólo es procedente cuando se cumplen los requisitos señalados expresamente por la Constitución Federal y la Ley de Amparo, motivo por el cual deben ser analizados previamente al estudio de fondo de toda revisión en amparo directo.

10. En ese sentido, tras un análisis de la demanda de amparo, la sentencia del tribunal colegiado y el recurso de revisión, se considera que el presente asunto satisface los requisitos de procedencia a los que hacen alusión los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Federal y 81, fracción II, de la Ley de Amparo, así como a lo establecido en el punto Primero del Acuerdo Número 5/1999 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

11. De acuerdo con las citadas normas constitucionales y legales, esta Suprema Corte puede conocer de la revisión de un amparo directo cuando, además de acreditarse la oportunidad del recurso y la legitimación del promovente, se cumplan los siguientes requisitos: a) que esté de por medio una cuestión constitucional para la resolución del caso concreto, y b) su estudio por parte de la Suprema Corte fije un criterio de importancia y trascendencia para el ordenamiento jurídico.

12. En relación con el primer requisito, con base en lo resuelto por el Tribunal Pleno en la contradicción de tesis 21/2011-PL, fallada el 9 de septiembre de 2013, esta Primera Sala entiende que una cuestión propiamente constitucional se actualiza cuando se exige la tutela del principio de supremacía constitucional para la solución de un caso, porque justamente se presenta un conflicto interpretativo de la determinación normativa que para ese supuesto otorga la Constitución, en tanto texto normativo, lo cual implica la exigencia de desentrañar el significado de un elemento normativo o de alguna norma fundamental o de un derecho humano reconocido en un tratado internacional ratificado por México, mediante el despliegue de un método interpretativo.

13. Lo anterior es así, pues el Tribunal Pleno sostuvo que como consecuencia de la reforma al artículo 1° de la Constitución Federal de 10 de junio de 2011, el principio de supremacía constitucional se desenvuelve en dos concepciones distintas, cada una dando origen a un tipo de cuestión de constitucionalidad: una relativa a la protección consistente del sistema de fuentes y a su principio de jerarquía normativa y otra relacionada con la protección coherente de la unidad de principios objetivos del ordenamiento jurídico, a través del principio de mayor protección de los derechos humanos.

14. Por tanto, una cuestión de constitucionalidad se puede definir, en términos generales, mediante un criterio positivo y otro negativo. De manera positiva, se origina por el ejercicio interpretativo de un elemento o norma constitucional para la resolución del caso, entendiéndose con ello no sólo la interpretación de los preceptos de la Constitución Federal, sino de los derechos humanos reconocidos en los tratados internacionales de los que México es parte de acuerdo a lo previsto en el artículo 1°, párrafo primero, de la propia Constitución Federal.
15. Si bien el citado artículo 81, fracción II, de la Ley de Amparo no establece de manera expresa la procedencia del recurso cuando se tenga como parámetro de regularidad constitucional un derecho humano reconocido en un tratado internacional, lo cierto es que dicha condicionante se desprende de la interpretación sistemática de los citados artículos 1°, párrafo primero, y 107, fracción IX, constitucionales, los cuales ya se encontraban vigentes al momento de la presentación de la demanda.

16. Por su parte, el criterio negativo radica en la identificación de su opuesto: la cuestión de legalidad. En efecto, las cuestiones jurídicas relativas exclusivamente a determinar la debida aplicación de una ley o la determinación del sentido de una norma infraconstitucional, se encuadra como una cuestión de legalidad en la que lo relevante es desentrañar el sentido normativo de tales fuentes normativas
.
17. Lo anteriormente expuesto no implica que una cuestión de legalidad esté desvinculada de la fuerza protectora de la norma fundamental, pues la Constitución Federal, en sus artículos 14 y 16, reconoce el derecho humano a la legalidad, lo cual conlleva evaluar la debida aplicación de la ley; sin embargo, ello se trata de una violación “indirecta” a la Constitución que no exige el ejercicio interpretativo de un elemento genuinamente constitucional, sino sólo una referencia en vía de consecuencia
.
18. Por lo tanto, para que se actualice una cuestión de constitucionalidad para la procedencia de un recurso de revisión en un juicio de amparo directo es necesario que en la sentencia recurrida se haya realizado un pronunciamiento sobre la constitucionalidad de normas generales o se establezca la interpretación directa de una norma constitucional o de los derechos humanos reconocidos en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte o que, habiéndose planteado alguna de esas cuestiones en la demanda de amparo, se haya omitido su estudio en la respectiva sentencia.

19. Respecto del segundo requisito, aun cuando exista una cuestión de constitucionalidad, la procedencia del recurso se supedita constitucionalmente a que se fije un criterio de importancia y trascendencia para el ordenamiento jurídico, a juicio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y conforme a los acuerdos generales que emita el Tribunal Pleno. 

20. Sobre este aspecto debe entonces atenderse a lo que se precisa en la fracción II del punto Primero del Acuerdo Número 5/1999 antes citado, en virtud del cual, por regla general, se entiende que no se surten los requisitos de importancia y trascendencia cuando exista jurisprudencia sobre la cuestión de constitucionalidad hecha valer en la demanda de amparo, así como cuando no se hayan expresado agravios o, en su caso, éstos resulten ineficaces, inoperantes, inatendibles o insuficientes (y no haya que suplir la deficiencia de la queja), o bien, en casos análogos.

21. Ahora bien, aplicando los referidos criterios de esta Suprema Corte al caso que nos ocupa, esta Primera Sala considera que resulta procedente el recurso de revisión, puesto que, en la demanda de amparo, el quejoso planteó, entre otras cosas, que no se respetó su derecho de asistencia consular, y que se le violó el debido proceso en la forma que fue detenido. Por su parte, el tribunal colegiado consideró que al quejoso, quien además de mexicano es peruano, no le asistía el derecho de notificación, contacto y asistencia consular en la averiguación previa por su calidad de mexicano –lo cual había sido informado por autoridades migratorias- y porque el ministerio público “cuenta con términos fatales para realizar sus investigaciones”, sin perjuicio de lo cual recibió asistencia consular posteriormente en el proceso; es decir, el tribunal realizó una interpretación constitucional sobre el contenido y alcance del derecho de notificación, contacto y asistencia consular. Agregó el tribunal colegiado que se acreditó el caso urgente en su detención, puesto que se le atribuía un delito grave, existía riesgo fundado de que se sustrajera de la justicia porque “podía viajar con facilidad de un país a otro”, y porque la detención se hizo luego de las 17 horas, lo cual implica también una interpretación de los elementos constitucionales de la detención por caso urgente.  
22. En virtud de lo anterior, resulta claro para esta Primera Sala que hubo un planteamiento de constitucionalidad en la demanda de amparo y que el tribunal colegiado llevó a cabo un análisis de constitucionalidad respecto del derecho de notificación, contacto y asistencia consular, y sobre los requisitos de la detención por caso urgente. 
VII. ESTUDIO DE FONDO

23. Por razones metodológicas esta Primera Sala realizará el análisis del presente caso en el siguiente orden: (i) si la decisión del tribunal colegiado fue correcta, al considerar que al quejoso, quien además de mexicano es peruano, no le asistía el derecho de notificación, contacto y asistencia consular por su calidad de mexicano; y, (ii) si en el caso se aplicaron los estándares en materia de detención por caso urgente.

I. Estudio de la interpretación realizada por el tribunal colegiado en relación con el derecho de notificación, contacto y asistencia consular.
24. En el presente asunto esta Primera Sala debe determinar si la interpretación introducida por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, relacionada con el derecho de notificación, contacto y asistencia consular del quejoso –quien de autos se desprende que tiene doble nacionalidad, una de ellas mexicana–, fue o no correcta, al considerar que se le había respetado aquél derecho, puesto que en su declaración ministerial dijo ser originario de Perú, pero de nacionalidad mexicana y ante el juez del proceso estuvo debidamente asistido por el cónsul de aquel país.   
25. De manera preliminar corresponde recordar que esta Primera Sala se ha pronunciado sobre los alcances del derecho a la notificación, contacto y asistencia consular, al resolver el Amparo Directo en Revisión 517/2011
, cuyo criterio ha sido retomado en posteriores asuntos
. En dicho caso se analizó y desarrolló dicho tema a través de diferentes perspectivas, entre las que se pueden destacar el análisis del mencionado derecho en el sistema normativo mexicano, la finalidad del mismo, las funciones o dimensiones que el derecho tiene en la práctica, su contenido específico y su grado de efectividad. 
26. Asimismo, se destacó que el derecho a la notificación, contacto y asistencia consular, reconocido en el artículo 36, párrafo primero, de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, forma parte del orden interno, a través del artículo 1° constitucional, que reconoce dos fuentes originarias de los derechos humanos: los reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte
. Este derecho a la notificación, contacto y asistencia consular se encuentra previsto también en el artículo 128, fracción IV, del Código Federal de Procedimientos Penales, que establece, en la parte relevante para este asunto, que cuando el detenido “se tratare de un extranjero, la detención se comunicará de inmediato a la representación diplomática o consular que corresponda”.

27. En dicho precedente se destacó que el derecho a la notificación, contacto y asistencia consular representa el punto de encuentro entre dos preocupaciones básicas del derecho internacional; por un lado, afianzar el papel de las oficinas consulares como representantes de la soberanía de su país de origen y, por otro, la creciente preocupación de la comunidad internacional por el respeto a los derechos humanos, siendo particularmente relevante la tutela judicial efectiva como integrante del debido proceso
. 
28. Así pues, esta Primera Sala ha destacado en sus precedentes que una vez que un extranjero ha sido detenido o se encuentre bajo cualquier tipo de custodia en México:
a) Las autoridades deben informarle, de manera inmediata, que tiene derecho a comunicarse con la oficina o representación consular de su país.
b) El extranjero tiene el derecho de escoger contactar o no a su consulado. 
c) Si el extranjero decide contactar a su consulado, la autoridad deberá informar de esta situación a la oficina consular que se encuentre más cercana al lugar en donde se realizó la detención. Esta comunicación deberá ser inmediata y realizarse a través de todos los medios que estén al alcance de la autoridad respectiva.
d) La autoridad deberá garantizar la comunicación, visita y contacto entre el extranjero y su consulado para que éste le pueda brindar una asistencia inmediata y efectiva.

29. Asimismo, se estableció que si bien la ayuda consular para los extranjeros detenidos puede asumir diversas formas, cada intervención implica, por lo menos, tres acciones básicas. La primera es de carácter humanitario. Los funcionarios consulares proporcionan a los detenidos el contacto con el mundo exterior, al comunicar la noticia a los familiares o a las personas de confianza del detenido. Asimismo, se aseguran que a los detenidos se les cubran las necesidades básicas mientras se encuentran privados de su libertad. La segunda función es de protección. La presencia de los funcionarios consulares, por sí misma, coadyuva a disuadir a las autoridades locales de cometer actos en contra de los extranjeros que pueden ser contrarios a su dignidad humana o que pongan en peligro la suerte del proceso penal al que se verá sometido aquél. La tercera función es la relativa a una asistencia técnico-jurídica.

30. En relación con la asistencia técnico-jurídica, esta Primera Sala destacó la especial proyección que tiene la exigencia de asistencia consular en el proceso penal debido a la complejidad técnica de las cuestiones jurídicas que en él se debaten y por la relevancia de los bienes jurídicos que pueden verse afectados. En ese sentido, esta Sala destacó que el núcleo fundamental del derecho a la defensa adecuada de un extranjero no solo se ubica en la modalidad de la designación de un perito en derecho, sino en la efectividad de la defensa. La importancia del derecho a la notificación, contacto y asistencia consular radica en que se configura no sólo como un derecho en sí mismo, sino como un derecho instrumental para la defensa de los demás derechos e intereses de los que sean titulares los extranjeros; es decir, la posibilidad de que un extranjero pueda ser oído públicamente, en condiciones de plena igualdad y con justicia, por un tribunal independiente e imparcial, depende del presupuesto previo relativo a la asistencia real y efectiva de los miembros de la oficina diplomática de su país
.
31. Además, en el precedente citado se destacó que una persona extranjera detenida puede enfrentar una multitud de barreras lingüísticas, culturales y conceptuales que puede dificultar su habilidad para entender, de forma cabal y completa, los derechos que le asisten, así como la situación a la que se enfrenta
.
32. Así pues, la Primera Sala ha sostenido que la asistencia consular, en cuanto derecho subjetivo, tiene como finalidad asegurar la efectiva realización de los principios de igualdad de las partes y de contradicción que rigen un proceso penal, con la finalidad de evitar desequilibrios o limitaciones en la defensa del extranjero. Por lo anterior, el derecho fundamental a la asistencia consular no puede ser concebido como un mero requisito de forma. Cuando una autoridad impide a un extranjero la posibilidad de suplir sus carencias a través de los medios que el artículo 36 de la Convención de Viena pone a su disposición, no sólo limita, sino que hace imposible la plena satisfacción del derecho a una defensa adecuada
.

33. Ahora bien, de autos se desprende que el quejoso **********, al momento de rendir su declaración ministerial, manifestó ser de nacionalidad mexicana y originario de Perú. En ese sentido, esta Primera Sala estima importante resaltar el Amparo Directo en Revisión 496/2014
, en el cual se destacaron los siguientes puntos en relación con las personas detenidas que cuenten con doble o múltiple nacionalidad, siendo una de ellas la mexicana
:
a) Si bien es cierto que la Convención de Viena sobre Asistencia Consular no prevé el tema de la doble o múltiple nacionalidad, el derecho de un Estado a defender a uno de sus nacionales –aunque tenga doble nacionalidad que corresponda con el Estado en el que está siendo procesado (Estado receptor)– es congruente con el desarrollo actual del derecho internacional consuetudinario “y es consistente con el desarrollo del derecho internacional de los derechos humanos, que otorga protección legal a los individuos incluso ante un Estado en que dichas personas también son nacionales.”
  En ese sentido, desde el derecho internacional público no puede hacerse una distinción en el reconocimiento del derecho de notificación, contacto y asistencia consular cuando la persona detenida, además de ser nacional de un Estado extranjero, sea nacional del Estado receptor. 
b) El derecho humano a la notificación, contacto y asistencia consular está plenamente reconocido en el orden jurídico mexicano a través del artículo 1º constitucional, reconoce importantes valores en favor de los extranjeros que llegan a ser detenidos o privados de su libertad en el territorio nacional, y su garantía efectiva es un rasgo distintivo de los Estados democráticos modernos.   
c) La doble o múltiple nacionalidad, reconocida en los artículos 30 y 32 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no puede verse como si fuera contraria al derecho humano a la notificación, contacto y asistencia consular. Por el contrario, se trata de una prerrogativa perfectamente compatible con ese derecho. Así pues, la doble protección que puede desprenderse de una doble nacionalidad no puede verse como una afectación al orden constitucional, sino como un beneficio en aquellos momentos en los que una persona se ve en la necesidad de buscar una defensa adecuada. Se trata de una aspiración legítima y no contraria al orden jurídico. Quien cuenta con doble o múltiple nacionalidad encuentra una protección no sólo como mexicano por el derecho interno, sino, además, como extranjero para efectos del derecho a notificación, contacto y asistencia consular, de conformidad con la norma referida y el principio pro persona. El derecho humano a la notificación, contacto y asistencia consular debe verse, al menos, como una posibilidad de beneficio posible o latente que no puede ser negada u obstaculizada por la autoridad del país en donde tal persona se encuentra privada de su libertad.
d) Así pues, el hecho que la persona extranjera detenida sea, además, mexicana es irrelevante para el reconocimiento del derecho humano que le corresponde de conformidad con el artículo 1º constitucional. Por tanto, el derecho a la notificación, contacto y asistencia consular de una persona que manifieste ser extranjera, además sea mexicana, es un derecho que debe ser reconocido siempre. Será prerrogativa del Estado extranjero si atiende o no la solicitud y si decide o no asistir a la persona interesada. 
34. Tal como se puntualizó con anterioridad, el tribunal colegiado destacó que no se violó el derecho de notificación, contacto y asistencia consular del quejoso en la averiguación previa, ya que del informe remitido por la Dirección General de Control y Verificación Migratoria se advirtió que, además de peruano, el mismo era mexicano y, en todo caso, el quejoso se reservó el derecho a declarar. Agregó el tribunal colegiado que el ministerio público no contactó al consultado debido a que “cuenta con términos fatales para realizar sus investigaciones”.
35. El tribunal colegiado también señaló que no se vio afectado ese derecho durante el desarrollo del proceso, ya que la jueza ordenó la notificación al consulado de aquel país y personal del mismo lo asistió durante el desarrollo de las diversas etapas del procedimiento.
36. Esta Primera Sala considera que la interpretación del tribunal colegiado en este tema fue incorrecta. Si bien es cierto que durante la tramitación del proceso el derecho en estudio no fue vulnerado, ya que estuvo asistido por personal del Consulado del Perú, éste si se le violó durante la averiguación previa, puesto que el ministerio público, teniendo conocimiento de la nacionalidad peruana del quejoso –pues desde la apertura de la investigación se tenía información en dicho sentido, lo cual fue confirmado con las respuestas al ministerio público de parte de las autoridades migratorias mexicanas y consulares peruanas–, decidió no informarle de tal derecho durante la averiguación previa.  
37. En efecto, tal como se desprende del expediente, el mismo día de los hechos una testigo informó al ministerio público quién habría sido responsable de los hechos, identificándolo por su nombre y destacando que aquél era de nacionalidad peruana. Dos meses después de los hechos, el ministerio público contactó tanto a autoridades migratorias, como a las del Consultado del Perú para solicitar información del indiciado. Del informe migratorio se desprende que se informó al ministerio público que el quejoso era originario de peruano y de nacionalidad mexicana. Del oficio del consultado peruano se desprende que el indiciado era peruano.  Asimismo, es claro que una de las razones que el ministerio público dio para justificar la detención por caso urgente –el cual será estudiado con posterioridad– es porque “podía viajar con facilidad de un país a otro”.  Incluso, el propio Ministerio Público destacó –quince horas antes de que el propio quejoso rindiera su declaración ministerial en la que manifestara expresamente ser peruano– que “no se hac(ía) notificación a la embajada de la República del Perú, respecto de la presencia del probable responsable, toda vez que de actuaciones se desprende que ha adquirido la nacionalidad mexicana por naturalización”.  Es decir, en este caso es claro que el Ministerio Público supo, meses antes de la detención del quejoso, su nacionalidad peruana.
38. Los precedentes en relación con el derecho a notificación, contacto y asistencia consular son claros en establecer que en cuanto las autoridades sean informadas o tengan conocimiento que la persona detenida tiene una o más nacionalidades extranjeras –independientemente que además cuente con la nacionalidad mexicana– tienen la obligación tanto de preguntarle si desea que se notifique al Estado o Estados en cuestión, como, en caso que la respuesta sea afirmativa, de notificar al consulado respectivo. Dicho actuar atiende al principio pro persona. No informar al detenido de su derecho y no notificar al consulado habiéndolo solicitado este último implicaría negar un posible beneficio y goce de derechos o, al menos, una posibilidad de protección más amplia
. 
39. Esta Primera Sala ha sostenido que cuando una autoridad impide a un extranjero la posibilidad de utilizar los medios que el artículo 36 de la Convención de Viena pone a su disposición, no sólo limita sino que hace imposible la plena satisfacción del derecho a una defensa adecuada
. 
40. La sentencia recurrida establece que no se le negó al quejoso la asistencia consular, ya que el Ministerio Público contaba con información de que el indiciado era, además de peruano, mexicano, a lo que agregó que no se contactó a las autoridades consulares, “en virtud de que el representante social cuenta con términos fatales para realizar sus investigaciones.” Tal como ya se destacó, esta Primera Sala considera que dicho razonamiento carece de fundamento.  
41. En cuanto al argumento de que el Ministerio Público no debía informar al quejoso de su derecho de asistencia consular pues tenía información de que aquél era, además, mexicano, esta Sala reitera sus precedentes en cuanto a que basta con que la autoridad tenga conocimiento de que la persona detenida es extranjera para que se accione la obligación, por parte de las autoridades, para informarle que le asiste su derecho de asistencia consular. No corresponde a las autoridades que tienen conocimiento de la manifestación de ser extranjero ponerla en duda, independientemente que la persona sea, además, mexicana. Corresponde, por el contrario, informar de dicho derecho, contactar a dichas autoridades –de así desearlo el detenido–. Si, con posterioridad, las autoridades consulares deciden no asistirlo por no considerarlo su nacional –o por cualquier otra razón–, es una cuestión que no tiene relación con la obligación inmediata que surge en las autoridades mexicanas de informar, tan pronto tengan conocimiento de que una persona ha manifestado –no probado– tener una nacionalidad distinta a la mexicana, de informarle de su derecho y de contactar al consulado respectivo.
42. En cuanto al argumento de los “términos fatales” que tiene el ministerio público para investigar y la alegada obstaculización de notificar e informar del derecho de asistencia consular, esta Sala ha destacado la obligación del Estado receptor (en este caso, las autoridades mexicanas) de notificar al Estado concernido (en este caso, el consulado peruano) sobre el hecho que uno de sus nacionales se encuentra siendo procesado en el país receptor, en caso que la persona extranjera así lo solicite; es decir, el requisito para activar la notificación es que la persona extranjera, una vez debidamente informada, solicite libremente el contacto y la asistencia consular. Si no lo hace, la obligación del Estado se ve satisfecha con la información que le hizo de tal derecho.
43. De lo anterior se desprende que si bien es cierto que el Ministerio Público cuenta con términos fatales para realizar sus investigaciones, lo cierto es que su obligación, una vez que tiene conocimiento que la persona detenida es extranjera, es informarle que tiene derecho a asistencia consular y, en caso de que así lo solicite la persona en cuestión, contactar a las autoridades consulares correspondientes. Esta Primera Sala no encuentra razonable que dicho proceso interfiera con el plazo que tiene el Ministerio Público para llevar a cabo las investigaciones, ni que sea una excusa para no garantizar el derecho que le asiste a las personas de doble o múltiple nacionalidad, siendo una de ellas mexicana. A lo anterior habría que agregar que, en el presente caso, además, el Ministerio Público contaba con información, desde antes de que el quejoso hubiera sido puesto a su disposición, que aquél era peruano, por lo que la diligencia de informarle de su derecho y, en su caso, contactar al consulado, lo debió haber hecho desde el primer momento y no le habría implicado ningún retraso o interferencia con el plazo al que alude.  

44. Para esta Primera Sala resulta, además, paradójico que el propio Ministerio Público, por un lado, no considere en absoluto la nacionalidad peruana del quejoso para informarle de su derecho y, en su caso, contactar a las autoridades consulares, pero sí considere ese hecho como fundamental para justificar la detención por caso urgente.
45. En todo caso, esta Primera Sala concluye que el derecho del quejoso de notificación, contacto y asistencia consular fue vulnerado durante la averiguación previa.

46. Por otro lado, esta Primera Sala observa que tan pronto el quejoso estuvo frente a la jueza del proceso, ésta tomó medidas para contactar a las autoridades consulares peruanas, las cuales le brindaron la asistencia consular desde entonces. Es importante destacar al respecto que consta en autos que en el primer intento de la jueza para contactar ella directamente al consulado, autoridades consulares le habrían contestado que “debería ser el connacional el que solicitara su intervención”, por lo que en un segundo intento fue directamente el quejoso quien, otorgadas las facilidades para hacerlo por parte de la jueza, se comunicó con su Consulado.
47. Al respecto, si bien como ya se dijo, se respetó el derecho del quejoso durante el proceso –y no durante la averiguación previa–, es importante para la Sala destacar que una vez que la persona detenida asiente a contactar a su Consulado, las autoridades mexicanas deben proporcionar los medios para que aquél se contacte con el mismo. El hecho que el Consulado peruano, en este caso, haya solicitado hablar directamente con su nacional atiende a que debe asegurarse que es voluntad de aquél recibir su asistencia y no voluntad de las autoridades del Estado receptor –posiblemente en contra del nacional– el que las autoridades consulares se presenten.  

48. Lo anterior no significa, por supuesto, que las autoridades del Estado receptor (en este caso, las mexicanas) no deban implementar e incluso contactar directamente a las autoridades consulares –v.g. marcar al Consulado e informar sobre la voluntad de un nacional de aquel país de ser asistido consularmente–, sino que, además, la persona detenida debe siempre poder hablar directamente con las autoridades consulares desde el primer contacto. Es decir, en este caso, fue correcto que la jueza contactara directamente al Consulado y lo que debió proceder inmediatamente es a comunicar al quejoso con las autoridades consulares.  No consta en autos si ella lo habría intentado en el primer momento, ni si le preguntó al quejoso antes de llamar si así lo deseaba aquél, pero sí consta que se le facilitó al quejoso hablar directamente con sus autoridades en un segundo momento.  
49. Por otro lado, esta Primera Sala destaca que el hecho de haber sido asistido por un defensor particular y haberse reservado el derecho a declarar no exime a las autoridades ministeriales de haberle tenido que informar de su derecho.
50. En síntesis, esta Primera Sala considera que si bien es cierto que una vez presentado ante la jueza el quejoso fue contactado con el consulado respectivo, lo cierto es que durante la averiguación previa el Ministerio Público vulneró el derecho de notificación, contacto y asistencia  consular, al no informar al quejoso del mismo en cuanto tuvo conocimiento de que, además de mexicano, era peruano.  Por el contrario, el Ministerio Público, en vez de informarle del derecho y eventualmente contactar al consulado, alegó que debido a los plazos fatales con los que cuenta, no le era posible realizar dicha diligencia. Ya esta Sala ha dicho lo anterior constituye una violación al derecho de asistencia consular. Esta Sala reitera que el hecho de que el quejoso, además de ser peruano fuera mexicano y que estuviera asistido por un defensor, no exime a las autoridades de su obligación de garantizar y hacer efectivo el derecho de notificación, contacto y asistencia consular. 
51. Ahora bien, corresponde hacer referencia a los efectos que, en el caso concreto, tuvo la violación al derecho a asistencia consular. En anteriores casos esta Sala ha destacado que si a los extranjeros detenidos (que no cuenten con nacionalidad mexicana) no se les ha hecho efectivo su derecho a asistencia consular, ello puede tener como efectos la invalidez de la diligencia respectiva, así como la reposición del procedimiento a partir de la misma, cuando dicha violación se da a partir de la preinstrucción o durante la instrucción del proceso penal en el sistema penal vigente, o bien, la sola invalidación de la diligencia –como la declaración del indiciado– en los casos en que la violación a este derecho humano se haya dado desde la averiguación previa
. 
52. No obstante lo anterior, tal como se destacó en el Amparo Directo en Revisión 496/2014, esta Primera Sala considera que en supuestos de doble o múltiple nacionalidad –siendo una de ellas mexicana–, podría, en un caso concreto, variar los efectos anteriormente expuestos. Así, si bien se ha expresado que el derecho a la asistencia consular de una persona que manifieste ser extranjera, además sea mexicana, es un derecho humano que debe ser reconocido siempre, esta Primera Sala considera que lo que sí puede variar en cada caso concreto con una persona con doble o múltiple nacionalidad, siendo una de ellas la mexicana –a diferencia de aquéllas que no cuenten con esta última nacionalidad– son los efectos específicos en caso de que dicho derecho no haya sido reconocido, de manera acorde con las circunstancias del caso relacionadas con su defensa
. 
53. En ese sentido, corresponderá al operador jurídico, en caso de doble o múltiple nacionalidad –siendo una de ellas mexicana– del quejoso, determinar el grado de afectación que pudo haber tenido en la causa concreta la falta de notificación, contacto y asistencia consular. Es de suma importancia destacar que esto no significa que en esta etapa se evalúen elementos de alegada pertenencia nacional de la persona –como el idioma, la residencia, los vínculos familiares, etcétera– sino si, con base en el derecho al debido proceso y al acceso de la tutela efectiva, dicho individuo tuvo a su alcance medios adecuados de defensa. Para la determinación de los efectos de la falta de notificación consular únicamente se puede tomar en consideración, en un caso concreto con dichas características, en qué grado dicha falencia pudo haber afectado el derecho de defensa de la persona detenida. Dicha evaluación tendrá que hacerse por parte del operador jurídico en cada caso concreto
.

54. Lo anteriormente expuesto no obsta para que independientemente de que la persona con doble o múltiple nacionalidad hubiera tenido una adecuada defensa (en el presente caso tuvo un defensor particular), ante la comprobación de la falencia en reconocerle su derecho, se garantice el acceso al mismo de forma inmediata, en cualquier etapa del proceso –tal como lo hizo el juez en la declaración preparatoria del quejoso.
55. De conformidad con los anteriores párrafos, corresponde a esta Sala hacer el análisis del caso concreto. El ministerio público supo, meses antes de que el quejoso fuera puesto a su disposición, que era peruano. Además, cuando rindió su declaración ministerial en la que estuvo asistido por un defensor particular y decidió reservarse su derecho a declarar, el quejoso dijo ser originario de Perú y de nacionalidad mexicana. No obstante lo anterior, el agente del Ministerio Público no le informó de su derecho de notificación, contacto y asistencia consular. En consecuencia, en concordancia con los precedentes sobre defensa adecuada
, lo procedente es invalidar toda aquella prueba recabada durante la averiguación previa en la que haya intervenido el quejoso sin la asistencia consular referida.
56. Ahora bien, de la resolución impugnada se desprende que el tribunal colegiado realizó el estudio sobre las pruebas que fueron analizadas y valoradas para establecer la responsabilidad penal del quejoso en la comisión del delito que se le imputa. Si bien tales aspectos son de legalidad, no lo son en la procedencia y materia que, en estricta constitucionalidad, delimitan el presente amparo directo en revisión. Por tanto, los efectos de la anulación de las diligencias en que haya intervenido el quejoso sin asistencia consular consisten en invalidarlas por la violación al derecho humano a notificación, contacto y asistencia consular del quejoso, con lo cual se vulneraron, además, sus derechos de defensa, debido proceso legal y obtención de pruebas lícitas.
57. Con base en los párrafos anteriores, esta Primera Sala determina que es fundado el agravio planteado por el quejoso, por lo que se deberá revocar la sentencia recurrida y el tribunal colegiado tendrá que emitir otra en la que, aplicando los criterios referidos en esta sentencia, declare la invalidez de aquellas pruebas que se encuentren directamente relacionadas con la falta de asistencia consular hasta antes de la etapa de instrucción en la que ya estuvo debidamente asistido por personal consular de aquel país, por la violación del derecho humano de notificación, contacto y asistencia consultar en los términos que se han precisado.
II. Estudio de la interpretación realizada por el tribunal colegiado en relación con la detención por caso urgente.

58. Ahora corresponde a esta Sala realizar el estudio de la interpretación realizada por el tribunal colegiado en relación con la detención por caso urgente. Para ello se aborda, de manera preliminar, el derecho humano a la libertad, y luego, una de sus limitaciones válidas, como es la detención por urgencia, para lo cual serán tomadas como base las principales consideraciones que –sobre libertad personal– esta Primera Sala ha hecho al respecto
.
59. Como se mencionó anteriormente, el quejoso consideró que se violó su debido proceso en la forma en que fue detenido. Por su parte, el tribunal colegiado destacó que fue correcta su detención, al tratarse de un caso urgente y por cumplirse con los siguientes requisitos: (i) el delito atribuido es grave; (ii) existía riesgo fundado de que pudiera sustraerse de la acción de la justicia al acreditarse que podía viajar con facilidad de un país a otro; (iii) el Ministerio Público no podía ocurrir ante la autoridad judicial, pues la detención se realizó después de las 17 horas del 13 de junio de 2013. Se agregó que el ministerio público decretó de legal la detención “mediante acuerdo emitido a la una hora con 40 minutos del 14 de junio de 2013.”
60. De las constancias en autos se advierte que el mismo día de los hechos –11 de marzo de 2013– se abrió una averiguación previa en la que se señaló como presunto responsable al quejoso, se le identificó por nombre y se destacó que era peruano. Un mes después, –el 9 de abril– otro testigo identificó al quejoso en fotografía. Dos meses después de los hechos, el 16 y 17 de mayo, el ministerio público solicitó información sobre el quejoso a las autoridades migratorias mexicanas y a las consulares peruanas. Dos meses después, el 10 de mayo, el Ministerio Público ordenó la localización y presentación del quejoso, o en su caso, informar el lugar donde pudiera ser localizado; no consta, sin embargo, que se le hubiera efectivamente buscado. 
61. Tres meses después de los hechos, el 13 de junio, el quejoso fue detenido a las 17:20 horas por agentes policiales en las siguientes circunstancias:
(…) al ir circulando por el eje tres oriente Francisco del Paso y Troncoso, aproximadamente a las 17:00 horas, se recibió una llamada por parte de la denunciante (…), hermana del hoy occiso (…), la cual manifestó que al ir caminando por el eje de Guerrero, casi esquina con el eje uno Norte, de la colonia Guerrero, había visto en un negocio de comida a la persona que había privado de la vida a su hermano, y que se encontraba tomando un refresco y comiendo en el citado lugar, indicando que dicho negocio, era un local pintado de color naranja en donde venden tacos al pastor, mismo que se encuentra en la acera sur poniente, en la esquina de eje uno norte y eje de Guerrero, de la colonia Guerrero; el cual vestía con una chamarra de color negra, pantalón de mezclilla color azul, por lo anterior, los abajo firmantes, nos trasladamos hasta dicho lugar sin demora alguna, tardando aproximadamente veinte minutos en arribar al lugar, y una vez al llegar al mismo nos percatamos que efectivamente la persona con las características proporcionadas por la testigo se encontraba en una de las mesas de dicho negocio, por lo que los suscritos nos acercamos a dicho sujeto identificándonos plenamente como agentes de la policía de investigación y al preguntarle su nombre, indicó llamarse **********, sin referir nada más, y al hacerle saber el motivo de nuestra presencia, y que existía una orden de localización y presentación girada por el agente del Ministerio Público de la Fiscalía Central de Investigación para la Atención del Delito de Homicidio, en contra del mismo en calidad de probable responsable, por la comisión del delito de homicidio calificado, cometido en agravio de **********, de origen peruano; el requerido, quien tenía fuerte aliento alcohólico opuso resistencia, siendo controlado, utilizando la fuerza mínima necesaria como lo señala la ley del uso de la fuerza, e inmediatamente fue introducido a la unidad policiaca y trasladado sin demora alguna para ser puesto a disposición (…).
62. Del parte policial anteriormente transcrito se desprende que: (i) a las 17 horas la hermana del occiso llamó por teléfono a los policías para indicarles dónde se encontraba en ese momento el quejoso, así como sus características físicas; (ii) 20 minutos después, los agentes policiales llegaron al lugar, se identificaron, le preguntaron su nombre y le hicieron “saber el motivo de (su) presencia y que existía una orden ministerial de localización y presentación” en su contra como probable responsable del delito de homicidio; (iii) posteriormente detuvieron al quejoso, lo subieron a una patrulla y lo trasladaron “sin demora alguna para ser puesto a disposición” del ministerio público.

63. Consta en autos que el quejoso fue puesto a disposición del Ministerio Público a las 18:20 horas del 13 de junio de 2013.  Siete horas después, a la 1:40 horas del 14 de junio, el Ministerio Público emitió un acuerdo de detención en el que decretó la legal detención por caso urgente en el siguiente sentido: 
(…) Visto el estado que guarda la averiguación previa para resolver la situación jurídica de quien dice llamarse: ********** (…), como probable responsable en los delitos de HOMICIDIO CALIFICADO (…) Existiendo el riesgo fundado de que el probable responsable (…) pueda sustraerse a la acción de la justicia, atendiendo a sus circunstancias personales, ya que de acuerdo a las constancias que integran la presente indagatoria, existen indicios que señalan su intervención de manera activa en los hechos que se le imputan, (…) el delito de homicidio que se le imputa es considerado como grave por la ley, cuya punibilidad es severa, por lo tanto no tiene derecho a la libertad provisional bajo caución o fianza, siendo muy probable que dicho sujeto pretenda, al saber que el delito que se le imputa es considerado como grave por la ley penal, pueda sustraerse a la acción de la justicia, lo cual lograría con relativa facilidad, tomando en consideración que ostenta la nacionalidad mexicana y peruana y puede viajar con facilidad a uno y otro país, como es el caso y se acredita con el informe de la Dirección de Información Migratoria, de fecha 22 de mayo de 2013, de donde se deriva que el 13 de mayo de 2013, ingresó a la República Mexicana, en el vuelo de la aerolínea TACA, en el vuelo 960, procedente de Perú, trayendo como consecuencia que la ausencia de ésta persona haga nugatoria la Procuración de Justicia que tiene encomendada ésta Representación Social, desprendiéndose de lo anterior que el hoy inculpado es una persona que tiende a evadir la acción de la justicia, lo cual nos demuestra que dicho sujeto tienda a ocultarse, toda vez que en los domicilios que ha proporcionado en sus trámites migratorios, ninguno coincide con el real y así evadir su responsabilidad penal, aunado a que del informe de la policía de investigación se desprende que su modus vivendi es el artegio conocido como METEMANO en el interior del sistema colectivo metro; asimismo, por razón de la hora en que se actúa, el Ministerio Público, no puede ocurrir ante la autoridad judicial para solicitar la orden de aprehensión correspondiente, procediendo la detención en presencia del Ministerio Público, atendiendo al párrafo tercero del artículo 268 del Código Adjetivo Penal en vigor, aunado a que existen diligencias pendientes de recabar como lo es el dictamen de perito en criminalística relativo a la mecánica de hechos y posición víctima — victimario, ampliar declaración la testigo (…), así como de (…) (El) sujeto que si en un momento determinado es puesto en libertad se daría a la fuga y se haría imposible su localización, tomando en cuenta sus características personales del probable responsable, quien con su actuar demostró que no tiene ningún respeto con la vida humana, cometiendo el delito de más valor que consagra nuestro código sustantivo de la materia, por lo anterior es de resolverse y se resuelve: (…) se ordena la detención por caso urgente en contra del que dijo llamarse **********, como probable responsable del delito de HOMICIDIO CALIFICADO cometido en agravio de **********, lo anterior con fundamento en el artículo 16° párrafo sexto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; artículo 266 y 268 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, en términos de los razonamientos esgrimidos en el presente acuerdo. (…)
64. De lo anterior se desprende que el Ministerio Público consideró que en el caso se acreditó el caso urgente debido al delito grave que se le imputaba al quejoso, a su modus vivendi, a que podía fugarse, lo cual “haría imposible su localización, tomando en cuenta sus características personales”, puesto que es mexicano y peruano, y podría “viajar con facilidad a uno y otro país” –como ya lo había hecho- y además había dado información incorrecta sobre su domicilio a las autoridades migratorias, por lo que no había sido posible hacer efectiva su orden de presentación.
65. Por su parte, el tribunal colegiado consideró que la detención del quejoso fue legal, ya que, en el caso, se demostró la urgencia pues el delito que se le atribuye es considerado grave por la ley; existía riesgo fundado de que pudiera sustraerse de la acción de la justicia al acreditarse que “podía viajar con facilidad de un país a otro”, y porque el Ministerio Público no podía ocurrir ante la autoridad judicial, ya que la detención del quejoso se realizó después de las 17 horas del 13 de junio de 2013. Posteriormente, el tribunal colegiado destacó que el Ministerio Público decretó su detención por acuerdo emitido a la 1:40 minutos del 14 de junio de 2013.

66. Para determinar si las consideraciones de la sentencia del tribunal colegiado son o no correctas, esta Primera Sala estima necesario analizar los requisitos para la detención por urgencia y si se ésta se actualizó en el caso.

67. De manera preliminar es necesario referirse al derecho humano a la libertad personal, y en especial a una de sus limitaciones válidas, como es la urgencia, para lo cual serán tomadas como base las principales consideraciones generales en relación con la libertad personal lato sensu esgrimidas por esta Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver la contradicción de tesis 105/2006-PS
, retomada posteriormente en el amparo en revisión 135/2011
, así como el amparo directo en revisión 2470/2011
.

68. En la contradicción referida se puntualizó que el reconocimiento constitucional de los derechos humanos tuvo como finalidad crear y mantener las condiciones mínimas indispensables para asegurar el desarrollo de la vida del ser humano en libertad en condiciones compatibles con la dignidad humana.

69. Ahora bien, de conformidad con el texto constitucional y con los instrumentos internacionales ratificados por México, la privación de la libertad personal sólo puede efectuarse en los casos y de acuerdo con los procedimientos previstos en la Constitución o la ley. En caso contrario, estaremos ante una detención o privación ilegal de la libertad, que se encuentra prohibida tanto a nivel nacional como internacional.

70. En este orden de ideas, en nuestro sistema jurídico, las afectaciones a la libertad de los individuos sólo puede tener lugar en los casos y condiciones reguladas en la Constitución, en los tratados y en las leyes, es decir, a partir del estricto cumplimiento de determinados requisitos y garantías.

71. Una de las formas constitucionalmente previstas para la privación de la libertad personal es la urgencia. 

72. El artículo 7 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que reconoce el derecho a la libertad personal, establece, en la parte pertinente:

1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales. 

2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados Partes o por las leyes dictadas conforme a ellas. 

3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios. 

(…)

5. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso. Su libertad podrá estar condicionada a garantías que aseguren su comparecencia en el juicio. 

6. Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tribunal competente, a fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o detención y ordene su libertad si el arresto o la detención fueran ilegales.  En los Estados Partes cuyas leyes prevén que toda persona que se viera amenazada de ser privada de su libertad tiene derecho a recurrir a un juez o tribunal competente a fin de que éste decida sobre la legalidad de tal amenaza, dicho recurso no puede ser restringido ni abolido.  Los recursos podrán interponerse por sí o por otra persona. 

73. De conformidad con la jurisprudencia interamericana, y en específico del artículo 7.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la detención sólo procede por las causas y en las condiciones fijadas de antemano por la ley
. No obstante, no basta que la privación tenga una base legal, sino que ésta tiene que cumplir con un test de proporcionalidad. En ese sentido, la Corte IDH ha destacado que aun cuando una persona detenida por causas y métodos calificados de legales, aquellos pueden ser incompatibles con el respeto de los derechos humanos de la persona por ser irrazonables, imprevisibles o faltos de proporcionalidad, entre otros
.

74. Por su parte, el artículo 9 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos establece:
1. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales. Nadie podrá ser sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su libertad, salvo por las causas fijadas por ley y con arreglo al procedimiento establecido en ésta. (…)
4. Toda persona que sea privada de libertad en virtud de detención o prisión tendrá derecho a recurrir ante un tribunal, a fin de que éste decida a la brevedad posible sobre la legalidad de su prisión y ordene su libertad si la prisión fuera ilegal. (…)
75. El artículo 16 constitucional establece, en la parte pertinente, lo siguiente:

Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento.

(…)

No podrá librarse orden de aprehensión sino por la autoridad judicial y sin que preceda denuncia o querella de un hecho que la ley señale como delito, sancionado con pena privativa de libertad y obren datos que establezcan que se ha cometido ese hecho y que exista la probabilidad de que el indiciado lo cometió o participó en su comisión.
La autoridad que ejecute una orden judicial de aprehensión, deberá poner al inculpado a disposición del juez, sin dilación alguna y bajo su más estricta responsabilidad. La contravención a lo anterior será sancionada por la ley penal.

 

Cualquier persona puede detener al indiciado en el momento en que esté cometiendo un delito o inmediatamente después de haberlo cometido, poniéndolo sin demora a disposición de la autoridad más cercana y ésta con la misma prontitud, a la del Ministerio Público. Existirá un registro inmediato de la detención.

 

Sólo en casos urgentes, cuando se trate de delito grave así calificado por la ley y ante el riesgo fundado de que el indiciado pueda sustraerse a la acción de la justicia, siempre y cuando no se pueda ocurrir ante la autoridad judicial por razón de la hora, lugar o circunstancia, el Ministerio Público podrá, bajo su responsabilidad, ordenar su detención, fundando y expresando los indicios que motiven su proceder.

 

En casos de urgencia o flagrancia, el juez que reciba la consignación del detenido deberá inmediatamente ratificar la detención o decretar la libertad con las reservas de ley.

76. En la ejecutoria 2470/2011 se consideró que el escrutinio de la autoridad judicial debía ser la condición rectora y preferente en el régimen de detenciones; es decir, en principio, toda detención debe estar precedida por una autorización emitida por un juez tras analizar si la solicitud de la autoridad ministerial para privar de la libertad a un individuo, cumplía o no con las formalidades requeridas por la Constitución. 

77. Mientras que el Ministerio Público tiene el deber de perseguir el delito y, por tanto, tiene interés en que las detenciones se ejecuten, la autoridad judicial tiene el llamado institucional de fungir como contrapeso, esto es, como tercero imparcial, capaz de invalidar las detenciones contrarias a los derechos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales.

78. Corresponde ahora a esta Primera Sala referirse a la detención por urgencia como supuesto de justificación a la limitación del derecho a la libertad personal. Tal como se ha destacado, la Constitución mexicana, en su artículo 16 establece que:

(…) Sólo en casos urgentes, cuando se trate de delito grave así calificado por la ley y ante el riesgo fundado de que el indiciado pueda sustraerse a la acción de la justicia, siempre y cuando no se pueda ocurrir ante la autoridad judicial por razón de la hora, lugar o circunstancia, el Ministerio Público podrá, bajo su responsabilidad, ordenar su detención, fundando y expresando los indicios que motiven su proceder. (…)
 

79. Dicho párrafo fue introducido en la reforma de 3 de septiembre de 1993, con la finalidad de regular la detención en casos urgentes cuando exista delito grave señalado en la ley, y se facultó al Ministerio Público para que en dichos supuestos, existiendo el riesgo fundado de que el indiciado pueda sustraerse a la acción de la justicia, y siempre que no se pueda acudir ante la autoridad judicial, por razón de la hora, lugar o circunstancia, pueda ordenar su detención, bajo su responsabilidad, debiendo expresar los indicios y normas que motivan y fundan la misma. Además, se precisó que la detención deberá ser ratificada por el juez que conozca del procedimiento, ya que en caso contrario, deberá ser puesto en libertad inmediatamente con las reservas de ley.
80. Sobre este punto en particular, de la exposición de motivos se evidencia que lo que buscó el constituyente permanente es acotar la autorización para la detención en casos urgentes prevista por la Constitución hasta ese entonces, ya que, entre otras cosas, sólo será para el Ministerio Público y no para cualquier autoridad administrativa como lo disponía el texto constitucional anterior; además, sólo será para los delitos graves que señale la ley y no para cualquier delito perseguible de oficio y, por último, se establece un control de legalidad por el juez, quien deberá calificar si la acción del Ministerio Público se apegó a la autorización constitucional, decretando la libertad del detenido en caso que así no sea.
81. De dicho precepto constitucional se advierte entonces que para que en una detención se acredite el caso urgente se deben reunir los siguientes elementos: a) que se trate de delito grave calificado por la ley; b) que exista el riesgo fundado que el indiciado pueda sustraerse a la acción de la justicia; c) que el Ministerio Público no pueda ocurrir ante la autoridad judicial por razón de la “hora, lugar o circunstancia”, y d) que el Ministerio Público funde y exprese previamente a la detención los indicios que motiven su proceder.

82. Delito grave: El primer elemento se acreditará con el simple hecho que el delito que se siga contra el indiciado sea calificado como grave por la legislación penal que se deba aplicar. Se presume la constitucionalidad de la determinación de los delitos graves por parte del legislador y sólo bajo una revisión constitucional se determinará que su calificación de grave es o no constitucional.
83. Sustracción de la acción de la justicia: En relación con el segundo elemento, el Ministerio Público deberá probar que existían motivos objetivos y razonables para pensar que el implicado podría sustraerse de la acción de la justicia, de no realizarse la detención en dicho momento. 

84. Imposibilidad de acudir ante autoridad judicial. El tercer elemento quedará satisfecho cuando el Ministerio Público decrete la detención por caso urgente en día, hora, lugar o circunstancia en la que no pueda acudir ante la autoridad judicial, lo que implica que deberá contar con todos los elementos como si estuviera en aptitud de acudir ante un órgano jurisdiccional a solicitar una orden de aprehensión. El Ministerio Público debe probar fehacientemente que estaba imposibilitado por las razones expresadas que no podía acudir a solicitar una orden de aprehensión ante un juez.
85. Fundamentación y motivación previa: El cuarto elemento señala que el Ministerio Público deberá fundar y motivar previamente a la detención su proceder, lo cual implica que para realizar una detención por caso urgente, lo primero que debe ocurrir es que el Ministerio Público emita una orden de detención, la cual debe estar debidamente fundada y motivada, lo que implica que en ella se deberán expresar los motivos por los cuales se consideran acreditados los primeros tres elementos antes mencionados, y porqué existen motivos razonables para no haber podido realizar una detención con base en una orden de aprehensión.
86. En ese sentido, podemos resumir que una orden de detención por caso urgente que emita el ministerio público deberá contener el razonamiento en el que se especifique la legislación en la que el delito investigado esté contemplado con la ley (primer elemento), los elementos que el ministerio público tomó en cuenta para determinar que existía la posibilidad de que el indiciado se sustrajera a la acción de la justicia (segundo elemento), se deberá precisar la fecha y hora o la circunstancia por la cual no es posible acudir ante la autoridad judicial (tercer elemento), y todo ello deberá de fundarse y motivarse debidamente. Si no se dan todos los elementos de manera concomitante no puede validarse una detención por urgencia, pues hacerlo implicaría una detención arbitraria.
87. Una vez que el órgano investigador haya emitido la orden de detención por caso urgente ya se estará en aptitud de proceder a ejecutarla de manera inmediata.

88. Ahora bien, es importante destacar que el juez que ratifica una detención en la que no era posible esperar una orden de aprehensión debe conducirse de acuerdo con el espíritu del texto constitucional en cuanto a la detención por urgencia. En ese sentido, esta Primera Sala considera que, al igual que en la detención por flagrancia, el control judicial posterior a la privación de la libertad por urgencia debe ser especialmente cuidadoso y que el juez debe ponderar si el Ministerio Público contaba con datos suficientes para realizar dicha detención. 

89. En suma, al igual que en la detención por flagrancia, en el caso de una detención por urgencia, quien afirma la legalidad y constitucionalidad de la detención –en este caso, el Ministerio Público–, debía poderla defender ante el juez. Como cuestión importante, hay que subrayar que el principio de presunción de inocencia se proyecta desde esa etapa del procedimiento (detención). Por tanto, quien afirma que la persona capturada fue detenida por urgencia tiene la carga de la prueba. Así, el escrutinio posterior a la detención es de suma importancia, ya que el descubrimiento de que se actualizó una situación de privación ilegal de la libertad, necesariamente debía desencadenar el reproche y la exigencia de responsabilidad que jurídicamente correspondan.

90. Esta Sala destaca que existen entendimientos distintos de la detención por urgencia por parte del Ministerio Público y por parte del tribunal colegiado. Veamos.

91. De la lectura del acuerdo de detención por urgencia del Ministerio Público se entiende que éste consideró que la detención se daba por dicha institución a la 1:40 horas del 14 de junio de 2013, luego de que los agentes policiales pusieron al quejoso a su disposición. En dicho acuerdo, el Ministerio Público consideró que se acreditaban los elementos del caso urgente porque el caso involucraba un delito grave, el detenido podía evadir la acción de la justicia por ser peruano y mexicano, por tener un modus vivendi alegadamente ilícito y por ser la 1:40 de la mañana y no estar en posibilidad de acudir ante un juez para solicitar la orden de aprehensión. En ese mismo acuerdo el Ministerio Público manifestó que existían “indicios que señalan su intervención de manera activa en los hechos que se le imputan”, y para ello se basó en las declaraciones rendidas por los testigos el día de los hechos –11 de marzo– y un mes después –el 9 de abril–.  Es decir, el Ministerio Público justificó la detención por urgencia ya estando en la agencia ministerial, y siete horas después de que los policías lo pusieron a su disposición.  

92. No consta que el Ministerio Público se hubiera referido a la legalidad de la detención del quejoso por parte de los policías. Del parte informativo, sin embargo, consta que luego de que los policías recibieron una llamada y se dirigieron al lugar donde se encontraba el quejoso, le manifestaron –luego de identificarse y preguntarle a aquél su nombre– “el motivo de (su) presencia, y que existía una orden de localización y presentación (en su contra) girada por el agente del Ministerio Público (…) en calidad de probable responsable, por la comisión del delito de homicidio calificado”. Luego de dicho intercambio, el quejoso “opuso resistencia, siendo contralado, utilizando la fuerza mínima necesaria, como lo señala la ley (…) e inmediatamente fue introducido a la unidad policiaca y trasladado sin demora alguna para ser puesto a disposición.”  

93. Pese a lo anterior, no existe explicación por parte del Ministerio Público en su acuerdo de detención si el hecho que el quejoso fuera presentado a sus instalaciones se debió al cumplimiento o no de una orden de presentación y localización y si, en efecto, se le notificó al quejoso de la misma, ni sobre la alegada resistencia del quejoso para llevarla a cabo, ni lo que sucedió en el lapso desde que fue puesto a su disposición y el levantamiento del acuerdo de detención, en el que pasaron siete horas.
94. Ahora bien, el tribunal colegiado consideró que se acreditaba el caso urgente, como ya se destacó, por las siguientes razones: a) El delito atribuido es considerado grave por la ley; b) existía riesgo fundado de que pudiera sustraerse de la acción de la justicia al acreditarse que podía viajar con facilidad de un país a otro; y c) el Ministerio Público no podía ocurrir ante la autoridad judicial, ya que la detención del quejoso se realizó después de las 17 horas del 13 de junio de 2013.  De lo anterior se desprende que, a diferencia del Ministerio Público, el tribunal colegiado consideró que la detención por urgencia fue llevado a cabo por los policías a las 17:20 horas del 13 de junio de 2013, luego de recibir la llamada telefónica de la hermana del occiso, y no a la 1:40 horas del día siguiente cuando se levantó el acuerdo de detención.  Esta Primera Sala considera que esta interpretación es incorrecta.
95. A continuación se analizarán los elementos de la detención por urgencia en el caso concreto:
a. Delito grave: El quejoso fue señalado por al menos dos testigos como responsable de homicidio calificado, delito previsto en la legislación local como grave. Dicho elemento, por tanto, se cumplió en el presente caso.

b. Sustracción de la acción de la justicia. El Ministerio Público argumentó que el quejoso podría sustraerse de la justicia en virtud de su nacionalidad peruana, de que ya había salido del país desde los hechos, porque había dado domicilios falsos a las autoridades migratorias y, además, por su modus vivendi, alegadamente ilícito.  El tribunal colegiado limitó su interpretación al hecho que existía riesgo fundado de que el quejoso pudiera sustraerse de la acción de la justicia al acreditarse que podía viajar con facilidad de un país a otro.
Esta Primera Sala considera que dicho elemento no fue debidamente justificado. Si bien prima facie parecería razonable pensar en que una persona extranjera –como en el caso, con doble nacionalidad– pueda salir fácilmente del país, lo cierto es que la urgencia en detener a alguien por miedo a que salga del país existe con cualquier persona que razonablemente tenga los medios para hacerlo, aun siendo mexicana. De hecho, del informe de las autoridades migratorias se desprende que el quejoso habría salido y entrado del país en una ocasión desde los hechos y, parecería, con pasaporte mexicano; es decir, la supuesta facilidad para viajar fuera del país no se debe, prima facie, en la nacionalidad de alguien, sino en la posibilidad real de que dicha persona tenga los medios para hacerlo.  
c. Imposibilidad de acudir ante autoridad judicial. El tribunal colegiado consideró que el Ministerio Público estaba justificado de detener al quejoso por urgencia pues ello sucedió luego de las 17 horas, lo cual no encuentra ninguna justificación razonable, pues son horas en que se pudo haber obtenido una orden judicial y, además, porque no existe ninguna constancia de que el Ministerio Público hubiera dado la orden de detención por urgencia en dicho momento.  

Ahora bien, si se considera que la detención se llevó a cabo a la 1:40 horas del 14 de junio, y no a las 17 horas del día anterior, parecería razonable, prima facie, que el Ministerio Público no pudiera acudir a esa hora por una orden de aprehensión. Sin embargo, dicha hipótesis tampoco se sustenta en el expediente, puesto que el quejoso fue puesto a disposición del Ministerio Público a las 18:20 horas del 13 de junio, lo cual era una hora, día y circunstancia pertinente para, en su caso, y con base en los elementos con los que ya contaba el Ministerio Público desde hacía meses y que en nada fueron añadidos con la presentación del quejoso, se pudiera solicitar una orden de aprehensión.

d. Fundamentación y motivación previa: Esta Sala considera que no se fundó y motivó previamente la orden de detención por urgencia.  Veamos.

Si se considera que la detención por urgencia se llevó a cabo por los policías a las 17:20 horas, la misma es ilegal y arbitraria, puesto que no existe una orden previa, fundada y motivada por parte del Ministerio Público para que se realizara. En efecto, los policías, al recibir la llamada de la hermana del occiso manifestando dónde se encontraba el quejoso, debieron haber notificado al Ministerio Público para que éste, de considerarlo pertinente, solicitara una orden de aprehensión o en caso de considerar que “por las circunstancias”, le era imposible, que emitiera una orden de detención por urgencia. Ello no sucedió así, sino que, además, el ministerio público omitió analizar a forma en que el quejoso fue puesto a su disposición.
Ahora bien, si se considera que la detención por urgencia se llevó a cabo a la 1:40 horas del 14 de junio de 2013 por parte del Ministerio Público, esta Primera Sala ya destacó que aquél no sólo no fundamentó suficientemente el peligro de fuga del quejoso, sino que, con mayor obviedad, no justificó la razón por la cual se emitió la misma en horas inhábiles siendo que el quejoso estuvo a su disposición en horas hábiles (18:40 horas del día anterior según el parte policial), ni se desprende del acuerdo de detención que el ministerio público tuviera información nueva o diferente de la que ya contaba desde hacía meses.

En cualquier caso, esta Primera Sala observa que el tribunal colegiado hizo una mezcla de las anteriores posibilidades y, en todo caso, interpretó incorrectamente el contenido y alcance de la detención por urgencia.

96. Con base en lo anteriormente expuesto, esta Primera Sala concluye que el tribunal colegiado hizo una interpretación constitucional incorrecta en relación con la detención por urgencia prevista en el artículo 16 constitucional.

97. En ese sentido, el tribunal colegiado deberá ajustar su criterio de detención por caso urgente a los lineamientos establecidos en la presente sentencia. Además, deberá hacer un nuevo estudio de legalidad de la detención del quejoso conforme a los diversos estándares que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido al referirse al derecho humano a la libertad personal y a sus limitaciones válidas, tal como se ha establecido en los amparos directos en revisión 3463/2012
, 1596/2014
 y 3998/2012
, entre otros.
98. Finalmente, esta Primera Sala determina que son inoperantes los demás agravios hechos valer por el recurrente, ya que en ellos solo alega cuestiones de legalidad
.
IX. DECISIÓN

99. Por todo lo expuesto, esta Primera Sala determina, por un lado, que el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito no realizó de forma correcta la interpretación del derecho humano de notificación, contacto y asistencia consular, y por otro lado, interpretó de manera incorrecta una de las limitaciones a la libertad personal, que es la detención por urgencia. 
100. En consecuencia, lo procedente es revocar la sentencia recurrida y devolver los autos al órgano colegiado de origen, para que dicte nueva sentencia en la que ajuste su criterio a la interpretación constitucional establecida en la presente resolución, determinando la invalidez de la declaración ministerial del quejoso y demás pruebas en las que haya intervenido con la falta de asistencia consular. Además, deberá hacer el estudio de legalidad de la detención del quejoso de acuerdo a los estándares establecidos por esta Suprema Corte de Justicia de la Nación.
Por todo lo expuesto y fundado, se:

RESUELVE:

PRIMERO. En la materia de la revisión, se revoca la sentencia recurrida.
SEGUNDO. La Justicia de la Unión ampara y protege a **********, en contra de la autoridad y acto precisados en el apartado primero, bajo las consideraciones presentadas en esta ejecutoria.
Notifíquese; con testimonio de esta ejecutoria, devuélvanse los autos relativos al lugar de su origen y, en su oportunidad, archívese el toca como asunto concluido.
� Causa penal 133/2013, hoja 64, tomo I.


� Causa penal 133/2013, hojas 91 a 95, tomo I.


� Causa penal 133/2013, hojas 137 a 139, tomo I.


� Causa penal 133/2013, hojas 489 a 492, tomo I.


� Causa penal 133/2013, hojas 460 a 463, tomo I.


� Causa penal 133/2013, hoja 496, tomo I.


� Causa penal 133/2013, hoja 551, tomo I.


� Causa penal 133/2013, hojas 525 a 532, tomo I.


� Causa penal 133/2013, hojas 617 a 618, tomo I.


� Causa penal 133/2013, hoja 603, tomo I.


� Causa penal 133/2013, hojas 607 a 610, tomo I.


� Causa penal 133/2013, hojas 660 a 664, tomo I.


� Causa penal 133/2013, hoja 713, tomo I.


� Causa penal 133/2013, hoja 714, tomo I.


� Causa penal 133/2013, hoja 714, tomo I.


� Causa penal 133/2013, hojas 724 a 726, tomo I.


� Causa penal 133/2013, hojas 386 a 478, tomo II.


� Causa penal 133/2013, hojas 488 a 641, tomo II.


� Véase, por ejemplo, la tesis de jurisprudencia 53/98, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Novena Época. tomo VIII, Agosto de 1998, página 326, de rubro y texto: “REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. LOS AGRAVIOS DE LEGALIDAD SON INOPERANTES. Conforme a los artículos 107, fracción IX, constitucional y 83, fracción V, de la Ley de Amparo, que regulan el recurso de revisión en amparo directo, la Suprema Corte de Justicia de la Nación en esta instancia deberá examinar las cuestiones propiamente constitucionales; por consiguiente, si en el recurso se plantean, al lado de agravios sobre constitucionalidad de normas generales o de interpretación directa de un precepto de la Constitución, argumentos de mera legalidad, éstos deben desestimarse por inoperantes”.


� Véase, la tesis aislada de la extinta Tercera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, volumen 187-192, Cuarta Parte, página 179, de rubro y texto: “REVISION. IMPROCEDENTE CONTRA SENTENCIAS DICTADAS EN AMPARO DIRECTO POR TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO, CUANDO SE IMPUGNA UNA LEY LOCAL POR CONTRAVENIR UNA LEY FEDERAL, ASI COMO UN CONVENIO DE COORDINACION FISCAL. De acuerdo con lo dispuesto por la fracción IX, del artículo 107 de la Constitución General, las resoluciones que en materia de amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito no admiten recurso alguno, salvo los casos previstos por las dos hipótesis contempladas en la fracción V, del artículo 83 de la Ley de Amparo, a saber cuando decidan sobre la constitucionalidad de una ley o cuando se haga una interpretación directa de un precepto constitucional, hipótesis en la que no se encuentra un caso en el que el problema resuelto por el Tribunal Colegiado no es de inconstitucionalidad de leyes propiamente dichos, sino de contradicción entre una ley local, por un lado, y una ley federal y un convenio de coordinación fiscal, por otro, no obstante que se aduzcan violaciones a los artículos 14 y 16 constitucionales, pues éstos deben entenderse, en todo caso, como violaciones en vía de consecuencia”.


� Amparo Directo en Revisión 517/2011 fallado el 23 de enero de 2013. Mayoría de tres votos: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Votaron en contra Jorge Mario Pardo Rebolledo y José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretarios: Javier Mijangos y Gonzáles y Beatriz Jaimes.


� Amparo Directo en Revisión 517/2011 fallado el 23 de enero de 2013. Mayoría de tres votos: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Votaron en contra Jorge Mario Pardo Rebolledo y José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretarios: Javier Mijangos y Gonzáles y Beatriz Jaimes.


� Contradicción de tesis 293/2011, resuelta en sesión de tres de septiembre de dos mil trece, bajo la ponencia del Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Contradicción de tesis 21/2011, resuelta en sesión de nueve de septiembre de dos mil trece, bajo la ponencia del Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.


� La anterior consideración se ve reflejada en la siguiente tesis: DERECHO FUNDAMENTAL DE LOS EXTRANJEROS A LA NOTIFICACIÓN, CONTACTO Y ASISTENCIA CONSULAR. SU FUENTE Y JERARQUÍA EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO MEXICANO. En el marco de un sistema democrático, una vez que una persona se encuentra en territorio de un Estado del cual no es nacional, dicho Estado está obligado a concederle un estándar mínimo de derechos. Uno de ellos, cuya importancia resulta transcendental, es la posibilidad de que el extranjero sea asistido por algún miembro de la delegación consular de su país en el territorio en el que se encuentre. En nuestro ordenamiento jurídico, dicho derecho se encuentra consagrado, tanto en el artículo 36, párrafo primero, de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, como en el artículo 128, fracción IV, del Código Federal de Procedimientos Penales. Asimismo, es importante señalar que esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció en la jurisprudencia 1a./J. 107/2012 (10a.), de rubro: "PRINCIPIO PRO PERSONA. CRITERIO DE SELECCIÓN DE LA NORMA DE DERECHO FUNDAMENTAL APLICABLE.", que en materia de derechos fundamentales, nuestro orden jurídico tiene dos fuentes primigenias: (i) los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución; y (ii) todos aquellos derechos humanos establecidos en tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte. Las normas provenientes de ambas fuentes gozan de rango constitucional y, por tanto, son normas supremas del ordenamiento jurídico mexicano. Esto implica que los valores, principios y derechos que ellas materializan deben permear en todo el orden jurídico, obligando a todas las autoridades a su aplicación y, en aquellos casos en que sea procedente, a su interpretación. En esta lógica, el catálogo de derechos fundamentales no se encuentra limitado a lo prescrito en el texto constitucional, sino que también incluye a todos aquellos derechos que figuran en los tratados internacionales ratificados por el Estado mexicano, por lo que resulta incuestionable que el derecho de los extranjeros a la notificación, contacto y asistencia consular es un derecho fundamental vigente en nuestro país.


Tesis Aislada 1a. CLXVIII/2013 (10a.), emitida por la  Primera Sala, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, libro XX, mayo de 2013, tomo 1, página 533. Amparo directo en revisión 517/2011. 23 de enero de 2013. Mayoría de tres votos. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo; Arturo Zaldívar Lelo de Larrea formuló voto concurrente. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretarios: Javier Mijangos y González y Beatriz J. Jaimes Ramos. 


� Amparo Directo en Revisión 517/2011 fallado el 23 de enero de 2013. Mayoría de tres votos: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Votaron en contra Jorge Mario Pardo Rebolledo y José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretarios: Javier Mijangos y Gonzáles y Beatriz Jaimes.


� Amparo Directo en Revisión 517/2011 fallado el 23 de enero de 2013. Mayoría de tres votos: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Votaron en contra Jorge Mario Pardo Rebolledo y José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretarios: Javier Mijangos y Gonzáles y Beatriz Jaimes.


� Amparo Directo en Revisión 517/2011 fallado el 23 de enero de 2013. Mayoría de tres votos: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Votaron en contra Jorge Mario Pardo Rebolledo y José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretarios: Javier Mijangos y Gonzáles y Beatriz Jaimes. Véanse, por todos, Michael Fleishman, “Reciprocity Unmasked: the role of the Mexican Government in defense of its foreign nationals in United States death penalty cases” . Ariz. J. Int´l & comp. L. 2003; Mark J. Goldsmith, “Torres v. State No. PCD-04-442 (Okla. Crim. App. May 13, 2004) (order granting stay of execution and remaining case for evidentiary hearing)”. 17 Cap. Def. J. 2004-2005; Verónica Gómez, “The Inter-American System: Recent Cases”. Human Rights Law Review, Volume 1, Number 2 -2001; Dinah L. Shelton, “Case Concerning Avena and Other Mexican Nationals (Mexico v. United States)”. American Journal of International Law 2004; Jeremy White, “A New Remedy Stresses the Need for International Education: the impact of the Lagrand case on domestic court’s violation of foreign national’s consular relations rights under the Vienna Convention”. 2 Was. U. Global Stud. L. Rev 2003; Kweku Vanderpuye and Robert W. Bigelow “The Vienna Convention and the Defense of Noncitizens in New York: A Matter of Form and Substance”. Pace Int´l L. Rev 2006; y Arwa J. Fidahusein, “VCCR Article 36 Civil Remedies and Other Solutions: a Small Step for Litigants but a Giant Leap Towards International Compliance”. Seton Hall Circuit Review 2008.


� Amparo Directo en Revisión 517/2011 fallado el 23 de enero de 2013. Mayoría de tres votos: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Votaron en contra Jorge Mario Pardo Rebolledo y José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretarios: Javier Mijangos y Gonzáles y Beatriz Jaimes.


� Véanse, por todos, Sarah M. Ray, “Domesticating International Obligations: How to Ensure U.S. Compliance with the Vienna Convention on Consular Relations”. California Law Review, December 2003; Janet K. Levit, “Does Medellín Matter?”. Fordham Law Review 2008; Marshall J. Ray, “The Right to Consul and The Right to Counsel: a Critical Re-Examining of State v. Martinez-Rodriguez”. New Mexico Law Review, 2007; Howard S. Schiffman, “The Lagrand Decision: The Evolving legal Landscape of the Vienna Convention on Consular Relations in U.S. Death Penalty Cases”. Santa Clara Law Review 2002; Aparna Sridhar, “Creating Judicial Remedies for Violations of the Vienna Convention on Consular Relations: A Proposed Resolution to Medellin v. Dretke”. Stanford Journal of Civil Rights and Civil Liberties, Vol. II:2, 2006; y Jennifer Goodman, “Avena and Other Mexican Nationals (Mex v. U.S.). The International Court of Justice Deems U.S. Actions in Fifty-Two Death Penalty Cases as Violations of International Law”. Tulane J. of Int’l Comp. Law, Vol. 13, 2005.


Amparo directo en revisión 517/2011 fallado el 23 de enero de 2013. Mayoría de tres votos: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Votaron en contra Jorge Mario Pardo Rebolledo y José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretarios: Javier Mijangos y Gonzáles y Beatriz Jaimes.


� Ibidem, tesis aislada 1a. CLXXI/2013 (10a.), página 532.


� Amparo directo en revisión 496/2014. 8 de octubre de 2014. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Karla I. Quintana Osuna.


� Tesis Aislada 1a. CDII/2014 (10a.), emitida por la Primera Sala, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, libro 12, Noviembre de 2014, tomo I, página 713, de rubro y texto: CONTACTO Y ASISTENCIA CONSULAR. SE CUMPLE CON ESTA OBLIGACIÓN SI EL ESTADO RECEPTOR NOTIFICA A OTRO SOBRE LA DETENCIÓN DE UNO DE SUS NACIONALES, NO OBSTANTE QUE EL ESTADO NOTIFICADO DECIDA NO ASISTIR A LA PERSONA DETENIDA. La Convención de Viena sobre Relaciones Consulares destaca el derecho de cada Estado de defender a sus nacionales. Sin embargo, algunos países tienen la política de decidir, facultativamente, no defender a uno de sus nacionales que presuntamente cometa un delito en otro país del que también sea nacional. Esta decisión es prerrogativa del Estado una vez que es notificado del hecho de que un nacional suyo está detenido en un Estado receptor, es decir, se presume la notificación consular al país del cual el detenido es nacional y es el Estado notificado quien puede decidir no brindarle asistencia. Así pues, la obligación del Estado receptor, en caso de que la persona extranjera lo solicite, es contactar e informar al Estado concernido sobre la detención de uno de sus nacionales. Ahora bien, si el Estado notificado decide no asistir a la persona detenida, ello no es imputable al Estado receptor y, con dicha notificación, se da por cumplida su obligación interestatal. 


Tesis Aislada 1a. CDIII/2014 (10a.), emitida por la Primera Sala, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, libro 12, Noviembre de 2014, tomo I, página 724, de rubro y texto: NOTIFICACIÓN, CONTACTO Y ASISTENCIA CONSULAR. NO PUEDE HACERSE DISTINCIÓN ALGUNA EN EL RECONOCIMIENTO DE ESTE DERECHO A LAS PERSONAS MEXICANAS DETENIDAS QUE TENGAN DOBLE O MÚLTIPLE NACIONALIDAD. No puede hacerse distinción alguna en el reconocimiento del derecho a la notificación, contacto y asistencia consular cuando la persona detenida, además de ser nacional de un Estado extranjero, sea nacional del Estado receptor (en este caso, mexicana). Dicha decisión es consistente con el desarrollo del derecho internacional de los derechos humanos, que otorga protección legal a las personas, incluso ante un país en el que también son nacionales. Además, la doble o múltiple nacionalidad, reconocida en los artículos � HYPERLINK "javascript:AbrirModal(1)" �30 y 32 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos�, no puede verse como si fuera contraria al derecho humano a la notificación, contacto y asistencia consular, sino, por el contrario, como una prerrogativa compatible con ese derecho. Consecuentemente, el derecho humano de referencia no puede quedar desplazado por el hecho que una persona tenga, además de una nacionalidad extranjera, la mexicana. Entender dicho derecho humano como algo desplazable o eliminable por otra condición protectora es incompatible con el principio pro persona reconocido en el artículo � HYPERLINK "javascript:AbrirModal(2)" �1o. constitucional�. 


Tesis Aislada 1a. CDIV/2014 (10a.), emitida por la Primera Sala, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, libro 12, Noviembre de 2014, tomo I, página 723, de rubro y texto: NOTIFICACIÓN, CONTACTO Y ASISTENCIA CONSULAR DE LAS PERSONAS MEXICANAS DETENIDAS QUE TENGAN DOBLE O MÚLTIPLE NACIONALIDAD. LA AUTORIDAD NO PUEDE TOMAR EN CUENTA ELEMENTOS DE ALEGADA PERTENENCIA NACIONAL PARA NEGAR AQUEL DERECHO HUMANO. Cuando una persona con doble o múltiple nacionalidad -siendo una de ellas mexicana- esté detenida, las autoridades no pueden evaluar elementos de alegada pertenencia nacional de dicha persona -como el idioma, la residencia, los vínculos familiares, etcétera- para negar dicho derecho, pues se trata de un derecho humano que siempre debe ser reconocido. Así, en el caso de una persona con doble o múltiple nacionalidad -siendo una de ellas mexicana-, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estima que ninguna autoridad -policial, investigadora o judicial- puede presumir que quien cuente con nacionalidad mexicana, por ese simple hecho, encuentra cubierto el elemento relativo a la idiosincrasia cultural. Tampoco puede considerarse el hecho de que la persona detenida hable español, pues ello caería en el absurdo de que ningún hispanoparlante podría tener acceso a su derecho a la asistencia consular. En ese sentido, esta Primera Sala ha manifestado que el derecho referido no depende de los conocimientos que tenga el extranjero del idioma del país en el que ha sido detenido. Ahora bien, el conocimiento de la cultura tampoco puede ser elemento determinante para el derecho, pues además de la complejidad en definir la cultura mexicana y lo que ésta comprendería, bastaría probar que un extranjero fuera nacional de un país con similitud cultural a México o que, no siéndolo, hubiera vivido mucho tiempo en nuestro país para asimilar la cultura. La residencia en el territorio nacional tampoco puede ser el elemento a considerar, ya que bastaría que un extranjero (sin nacionalidad mexicana) hubiera vivido cierto tiempo en el país para negarle su derecho a la asistencia consular. Los vínculos familiares en el país tampoco pueden ser determinantes, pues muchos extranjeros –sin nacionalidad mexicana- podrían tener familia en México, lo cual no haría nugatorio su derecho. Por tanto, lo único que la autoridad judicial podría tomar en cuenta -y sólo para determinar los efectos en un caso específico en que dicho derecho haya sido vulnerado- es si, con base en el derecho al debido proceso y al acceso de la tutela efectiva, dicha persona tuvo a su alcance medios adecuados de defensa. Ello no obsta para que, independientemente de que la persona con doble o múltiple nacionalidad hubiera tenido una adecuada defensa, ante la comprobación de la falencia en reconocerle su derecho, se garantice el acceso al mismo de forma inmediata, en cualquier etapa del proceso.
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